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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA


      Inc. Desacato. Consulta.66170-31-03-001-2016-00039-03
____________________________________________________________________________________________________

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
INCIDENTE DE DESACATO / ACCIÓN DE TUTELA / DERECHO DE DEFENSA / NULIDAD / INDEBIDA NOTIFICACIÓN / SE EFECTUÓ EN DIRECCIÓN ELECTRÓNICA ERRADA / DEBIDO PROCESO / EL TRÁMITE DEL INCIDENTE INCLUYE DECISIÓN SOBRE DECRETO DE PRUEBAS.
En virtud de las garantías fundamentales que deben respetarse en todo procedimiento, se debe garantizar el derecho de defensa y contradicción a todos aquellos que puedan verse perjudicados con la decisión o sean destinatarios directos de las órdenes constitucionales que lleguen a impartirse, siendo obligatorio notificarles la admisión de la rogativa, para que, si a bien lo tienen, se pronuncien sobre la misma.

El artículo 133 del Código General del Proceso estatuye en su numeral 8º que el proceso es nulo “Cuando no se practica en legal forma la notificación del auto admisorio de la demanda a personas determinadas…”
En este caso, el requerimiento previo y la apertura del incidente de desacato fueron notificados a la representante legal de ASMET SALUD EPS-S, al correo electrónico auxgr.risaralda@asmetsalud. org.co… 22 y 24 id.), sin advertir que el mismo no es el que corresponde para notificaciones judiciales, tal como se puede apreciar en el certificado expedido por la Cámara de Comercio de Pereira…, siendo este, notificacionesjudiciales@asmetsalud.org.co. (…)
… se debe advertir al despacho de primera instancia que, como el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991 prevé que la sanción debe imponerse mediante trámite incidental y el artículo 129 del Código General del Proceso impone la necesidad de emitir un auto en el que se decreten las pruebas pedidas por las partes y las que de oficio considere pertinentes, es necesario, antes de proferir la providencia sancionatoria, proceder en la forma indicada o de no ser necesario el decreto de pruebas, motivar dicha decisión.

Por ende, las irregularidades señaladas, imponen declarar la invalidez de lo actuado dentro del trámite incidental de la referencia, para que el juzgado adopte las medidas del caso.
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA

Sala Civil Familia Unitaria  
Magistrado Ponente: 

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

Pereira, veinte (20) de enero de dos mil veinte (2020)

Expediente 66170-31-03-001-2016-00039-03
I. Asunto

Sería del caso resolver sobre la consulta respecto del auto de fecha 2 de diciembre último, proferido por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, en el incidente de desacato promovido por la señora GLORIA INÉS CASTAÑEDA OTÁLVARO, como agente oficiosa de su hermana MARÍA ROCÍO CASTAÑEDA OTÁLVARO, en el trámite de la acción de tutela que aquella instauró contra ASMET SALUD EPS-S, si no fuera porque se advierte causal de nulidad que compromete lo actuado, según pasa a explicarse. 

II. Antecedentes
1. El 1º de noviembre pasado, la parte accionante presenta escrito informando que ASMET SALUD EPS-S ha incumplido con el fallo de tutela de fecha 19 de abril de 2016, específicamente por la falta de suministro de los insumos médicos denominados “PAÑAL DESECHABLE PARA ADULTOS TENA BASIC TALLA M FAMILIA (MESES DE AGOSTO, SEPTIEMBRE Y OCTUBRE); ÓXIDO DE ZINC 25 GR (25%) CRE TOP 500GR (MESES DE AGOSTO, SEPTIEMBRE Y OCTUBRE); y, ENSURE ADVANCE 237 ML – SOL ORA ABBOT NUTRION (MESES DE SEPTIEMBRE Y OCTUBRE)” (fls. 17-18 cd. Ppal.).   

2. El juzgado de primera instancia, dispuso requerir previamente a la representante legal de la entidad accionada, doctora MARÍA CRISTINA CASAS PIEDRAHITA (fl. 21 id.); luego, ante su hermetismo, se ordenó la apertura del trámite contra la citada funcionaria, dispuso su notificación y traslado por 3 días para que se pronunciara sobre el asunto (fl. 23 id.).

3. Finalmente, el 2 de diciembre último, resolvió declarar que la intimada incurrió en desacato a la tutela del 19 de abril de 2016, emitida por ese despacho judicial, a quien sancionó con 2 días de arresto y multa de 2 salarios mínimos legales mensuales vigentes (fls. 28-30 id.). 

4. Al tenor de lo normado en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991, reglamentario de la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitucional Nacional, se envió el expediente a esta Sala de Decisión a efecto de que se cumpla aquí, por vía de consulta, el control de legalidad de las sanciones.

III. Consideraciones
1. Revisado el trámite de la primera instancia, se observa que el a quo requirió a la representante legal de la entidad accionada, doctora MARÍA CRISTINA CASAS PIEDRAHITA (fl. 21 id.); y posteriormente, dio apertura al incidente contra la precitada funcionaria (fl. 23 id.).

2. Los autos anteriores fueron notificados al correo electrónico auxgr.risaralda@asmetsalud.org.co (fls. 22 y 24 id.).
3. En virtud de las garantías fundamentales que deben respetarse en todo procedimiento, se debe garantizar el derecho de defensa y contradicción a todos aquellos que puedan verse perjudicados con la decisión o sean destinatarios directos de las órdenes constitucionales que lleguen a impartirse, siendo obligatorio notificarles la admisión de la rogativa, para que, si a bien lo tienen, se pronuncien sobre la misma.

4. El artículo 133 del Código General del Proceso estatuye en su numeral 8º que el proceso es nulo “Cuando no se practica en legal forma la notificación del auto admisorio de la demanda a personas determinadas, o el emplazamiento de las demás personas aunque sean indeterminadas, que deban ser citadas como partes, o de aquellas que deban suceder en el proceso a cualquiera de las partes, cuando la ley así lo ordena, o no se cita en debida forma al Ministerio Público o a cualquier otra persona o entidad que de acuerdo con la ley debió ser citado.”.
5. En este caso, el requerimiento previo y la apertura del incidente de desacato fueron notificados a la representante legal de ASMET SALUD EPS-S, al correo electrónico auxgr.risaralda@asmetsalud.org.co (fls. 22 y 24 id.), sin advertir que el mismo no es el que corresponde para notificaciones judiciales, tal como se puede apreciar en el certificado expedido por la Cámara de Comercio de Pereira (fl. 20 id.), siendo este, notificacionesjudiciales@asmetsalud. org.co.

6. Lo anterior guarda armonía con lo expuesto por la Corte Constitucional:

“Esta Corporación ha señalado antes que si bien en la acción tutela rige el principio de informalidad, éste no es absoluto y es necesario satisfacer ciertos presupuestos básicos para evitar una decisión que no proteja los derechos fundamentales, entre ellos la integración de la causa pasiva. Al respecto ha señalado “(…) el principio de informalidad adquiere marcada relevancia en los procedimientos de tutela y debe prestarse especial cuidado en la integración de la causa pasiva y del legítimo contradictorio toda vez que, en ciertos eventos, la demanda se formula en contra de quien no ha incurrido en la conducta imputada, o no se vincula a la totalidad de los sujetos procesales. Tal circunstancia se presenta, generalmente, porque el particular no conoce, ni puede exigírsele conocer, la complicada y variable estructura del Estado, ni de ciertas organizaciones privadas encargadas de la prestación de un servicio público. Pero el juez, que cuenta con la preparación y las herramientas jurídicas para suplir tal deficiencia, está en la obligación de conformar el legítimo contradictorio, no solo en virtud del principio de informalidad, sino también, atendiendo el principio de oficiosidad que orienta los procedimientos de tutela.”

7. Adviértase además que el auto de fecha 22 de noviembre pasado (fl. 25 id.), que anuncia el decreto de pruebas, en realidad no contiene alguna, porque lo allí dispuesto se trata de un trámite propio del incidente de desacato que ya se había surtido.

8. Al respecto la Corte Suprema de Justicia, mediante auto de 25 de agosto de 2016, anuló una decisión proferida por esta Sala, entre otras razones, porque: 

“5. De otra parte, y sin perjuicio de lo anterior, téngase en cuenta que como el artículo 52 de la normativa citada prevé que la sanción debe imponerse mediante trámite incidental, el Tribunal debía acudir a las normas del estatuto procesal civil que regulan los incidentes, es decir, el artículo 137 de la ley adjetiva, que consagra lo siguiente: 

»Los incidentes se propondrán y tramitarán así: 1. El escrito deberá contener lo que se pide, los hechos en que se funden y la solicitud de las pruebas que se pretenda aducir, salvo que éstas figuren ya en el proceso (…).

2. Del escrito se dará traslado a la otra parte por tres días, quien en la contestación pedirá las pruebas que pretenda hacer valer y acompañará los documentos y pruebas anticipadas que se encuentren en su poder, en caso de que no obren en el expediente.

3. Vencido el término del traslado, el juez decretará la práctica de las pruebas pedidas que se considere necesarias y de las que ordene de oficio, para lo cual señalará, según el caso, un término de diez días o dentro de él, la fecha y hora de la audiencia o diligencia; no habiendo pruebas qué practicar, decidirá el incidente.» 

Acorde con lo expuesto, no cabe duda para esta Corporación, que resultaba necesario que el Tribunal se pronunciara sobre la pertinencia, conducencia y relevancia de los medios probatorios aducidos por la promotora del trámite, antes de la emisión de la providencia sancionatoria, en cumplimiento del numeral 3º transcrito, o que de no ser necesario el decreto de pruebas, se motivara la determinación de omitir su realización, lo que en este caso no sucedió.”

9. Así las cosas, atendiendo el precedente señalado por el superior de esta Sala, se debe advertir al despacho de primera instancia que, como el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991 prevé que la sanción debe imponerse mediante trámite incidental y el artículo 129 del Código General del Proceso impone la necesidad de emitir un auto en el que se decreten las pruebas pedidas por las partes y las que de oficio considere pertinentes, es necesario, antes de proferir la providencia sancionatoria, proceder en la forma indicada o de no ser necesario el decreto de pruebas, motivar dicha decisión.
10. Por ende, las irregularidades señaladas, imponen declarar la invalidez de lo actuado dentro del trámite incidental de la referencia, para que el juzgado adopte las medidas del caso. 
IV. Decisión
En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia Unitaria del Tribunal Superior de Pereira,  
RESUELVE:
Primero: SE DECLARA la nulidad del trámite surtido en este incidente de desacato promovido por la señora GLORIA INÉS CASTAÑEDA OTÁLVARO, como agente oficiosa de su hermana MARÍA ROCÍO CASTAÑEDA OTÁLVARO, en el trámite de la acción de tutela que aquella instauró contra ASMET SALUD EPS-S.
Segundo: Notifíquese esta decisión a las partes por el medio más expedito posible (Art. 5o. del Decreto 306 de 1992). 
Tercero: Devuélvase el expediente a su oficina de origen, para que se dé cumplimiento a lo ordenado. 
Notifíquese
El Magistrado,
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Corte Constitucional. Auto 315 de 2006. MP. Clara Inés Vargas Hernández. 


“Cuando, durante el proceso de tutela, en la primera y segunda instancia, la causa pasiva ha sido integrada incorrectamente o una parte con un interés legítimo no ha sido notificada, la Corte Constitucional ha encontrado que se configura una causal de nulidad del proceso de tutela y ha considerado que el procedimiento adecuado consiste en devolver el expediente al juez de instancia con la finalidad que subsane el vicio y se integre correctamente el contradictorio”


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, auto de tutela del 25 de agosto de 2016. MP. Álvaro Fernando García Restrepo. Radicación No. 66001-22-13-000-2015-00242-03.
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